Reflexiones críticas sobre las Alianzas Público-Privadas (APP) como instrumentos de respuesta frente a catástrofes socio-naturales
Resumen
La presente investigación reflexiona desde una perspectiva crítica las alianzas público-privadas como instrumento exitoso ante catástrofes socio-naturales en Chile, en las localidades de Constitución y Llico afectadas por el terremoto y maremoto 2010. La evidencia recogida indicaría que, si bien las APP han sido percibidas positivamente por la población como respuesta durante la emergencia, existe descontento por la aplicación de estos instrumentos en el modelo de reconstrucción post-desastre. Lo anterior se explicaría principalmente por los escasos canales de participación ciudadana en el diseño del proceso, y la asimetría de poder entre privados y ciudadanía, ya que los primeros definieron los alcances de la reconstrucción en el territorio, al parecer con el propósito de satisfacer sus intereses. Pese a los indicadores oficiales de eficiencia, las APP han generado importantes problemas y costos, que finalmente son asumidos por el Estado.
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Introducción
En los últimos años diferentes publicaciones (Useem, Kunreuther, y Michel-Kerjan,  2015; Comerio, 2013) han destacado el proceso de reconstrucción chileno, post terremoto y tsunami del 27 de febrero de 2010, como un caso exitoso y replicable  ante desastres socio-naturales. En este contexto, destacan el establecimiento de Alianzas Público-Privadas (APP) como instrumentos eficientes y efectivos en la resolución de los problemas públicos provocados por desastres. Sin embargo, la vara de medición de éxito de este tipo de colaboración está relacionada principalmente con la eficiencia, efectividad y rapidez de la respuesta, dejando de lado los criterios relacionados con la validez democrática en el diseño de las propuestas de intervención, y la participación ciudadana. En este sentido, la aparición espontánea de diferentes actores desde la sociedad civil, como el Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa (MNJR) y RedConstruyamos, que han cuestionado tanto los planes de reconstrucción como los mecanismos de intervención, evidencian el malestar ciudadano en torno a la respuesta del Estado frente a la catástrofe socio-natural. 
A partir del trabajo de campo se puede inferir que las principales fuentes de disconformidad con la estrategia de abordaje de la situación de crisis a través de APP tienen relación con la escasa participación de la ciudadanía de las zonas afectadas, lo que conllevó al diseño e implementación de respuestas alejadas de las necesidades de las personas en su entorno. Junto con lo anterior, existe una visión negativa de la ciudadanía en torno al rol jugado por las empresas que formaron parte de las APP. Si bien durante la emergencia, la ciudadanía miró con buenos ojos la intervención privada, ya que tenían una capacidad de respuesta más rápida que el Estado, posteriormente criticaron la visión utilitarista de ésta.
La presente investigación reflexiona desde una perspectiva crítica las APP como instrumento exitoso de respuesta ante situaciones de desastre socio-natural. Así, en una primera parte se exponen los principales elementos teóricos que explican el funcionamiento de las Alianzas Público Privadas como respuesta a problemas públicos, señalando en particular las principales problemáticas de éstas  desde el punto de vista de la representación democrática, así como de la participación ciudadana; para también analizar lo que expone la literatura en relación con la oportunidad de las APP en situaciones de catástrofes socio-naturales. En una segunda parte, se describe y analiza cómo las  APP han operado como instrumento de respuestas a desastres en el caso de la reconstrucción chilena post terremoto y maremoto del 27 de Febrero de 2010 (en adelante 27-F), en las localidades costeras de Constitución y Llico.
Las alianzas público-privadas, ¿dispositivos  efectivos para  responder a catástrofes socio-naturales?
En la experiencia internacional las APP generalmente, han sido incorporadas como experiencias exitosas para solucionar problemas en infraestructura pública, Investigación y Desarrollo (I+D), el desarrollo productivo, entre otras áreas (Hodge y Greeve, 2007; Link, 2006; Börzel y Risse, 2005; Bull y McNeill, 2007). Como señala Bexell y Mörth (2010) existe un debate político y académico con respecto a los beneficios que producirían el establecimiento Alianzas Público-Privadas como respuesta a problemas públicos, en específico con respecto a la legitimidad democrática de éstas. Las grandes tensiones en torno a las APP tienen que ver con trade-offs entre eficiencia/deliberación, participación/accountability, medios/fines entre otros (p.4). En la misma línea Lienhard (2006) subraya que existen ventajas en la implementación de APP, pero también ciertos peligros, sobre todo para las autoridades públicas ya que, aunque existe una responsabilidad cedida al privado, los costos políticos siempre recaerán en ellas. Peters y Pierre (2010) platean que las APP “(...) epitomizan quizás de mejor forma que otras estructuras la noción contemporánea de superioridad del mercado, en términos de eficiencia y satisfacción al cliente” (p.52), por lo que añaden que estos dispositivos son cada vez diseñados menos desde el punto de vista de lo público y más como una invasión del mercado en lo público. 
En el contexto mencionado anteriormente, uno de los primeros elementos que contribuyó a la formación de las APP, fue la influencia de la Nueva Gestión Pública (NGP) en la conceptualización sobre la relación Estado-Mercado. Las políticas diseñadas en función de este enfoque oscilaron desde estimular la competencia entre los servicios públicos hasta la venta de empresas estatales. Como señalan Peters y Pierre (op.cit), si la Nueva Gestión Pública busca generar una autonomía de los procesos más operativos en el Estado, las APP se adaptan bien a esta orientación. Sin embargo, estas políticas tuvieron diferentes resultados según el país en el cual se aplicaban. Por lo tanto, uno de los factores sobre el origen de las APP está relacionado con el cómo se ha materializado la reforma de la gestión pública en cada contexto nacional. (Pollitt y Bouckaert, 2000; Peters y Pierre, 2010). 
Principales visiones sobre las APP
Existen visiones divergentes sobre la conceptualización de las APP. Por un lado encontramos la idea de las APP producidas por el cruce de objetivos en común entre el sector público y los privados. En este sentido, las APP se producirían con el propósito de que cada parte involucrada pueda alcanzar sus objetivos particulares previamente establecidos. Van Ham y Koppenjan (2001) añaden que las APP funcionan como “(…) cooperación con algún tipo de durabilidad entre actores públicos y privados en los cuales conjuntamente desarrollan sus productos y servicios, comparten riesgos, costos y recursos los cuales están conectados con esos productos” (p.598). Dentro de esta concepción Kern (2002) destaca tres rasgos distintivos de las APP: a) Las APP estimulan que exista una movilización de capacidades de todo tipo de recursos de los actores involucrados; b) Las APP estimulan altos grados de sinergia, que provienen por la interacción pública y privada, y c) Una mirada de la eficiencia en el manejo de los recursos, ya que en el entramado de una APP existen recursos públicos asociados.
Otro grupo de definiciones suman a la noción expuesta de objetivos compartidos, un enfoque de gobernanza, donde las APP no solamente se articulan en torno a cualquier objetivo, sino apuntarían a buscar el bien común de la sociedad. En esta línea Donahue y Zeckhauser (2011) señalan que las APP se enmarcan dentro de la denominada gobernanza colaborativa, y se entienden como “(…) la colaboración que crea sinergias entre los gobiernos y participantes privados, permitiéndoles juntos producir más que la suma de lo que ellos en esfuerzos separados podrían alcanzar” (p.30). Siguiendo  esta línea sobre gobernanza colaborativa, pero desde el punto de vista de la participación ciudadana, Bexell y Morth (2010) señalan que las APP tienen (o deberían tener) como objetivo común de las partes que la componen, el desarrollo sostenible del país en el cual se realizan. 
No obstante lo anterior, existe un grupo de académicos que mira con cierto recelo la modalidad de APP como respuesta a problemas públicos, concibiendo las APP más bien como una estrategia para ocultar intereses privados detrás de una apariencia de colaboración. Como señala Savas (2000), hablar abiertamente de externalización o privatización de la producción de bienes y servicios públicos, provocaría en muchos grupos de la sociedad un manifiesto rechazo; sin embargo, si estos mismos dispositivos fuesen presentados como una idea de colaboración, lograría reducir asperezas de los demás actores, y se generaría un espacio más propicio para su implementación. Desde otro punto de vista, Svedberg (2010) explica que las APP se traducirían en esfuerzos de cooperación que involucrarían a actores fuera del sector público y aquellos que están dentro del aparato estatal, sin embargo aunque los dos sectores trabajen para resolver un problema público, sus intereses reales no serían los mismos. Las APP serían entonces un medio para alcanzar intereses particulares, favorecerían intereses privados a nombre del bien común.
Desde un punto de vista abiertamente crítico, Lipschutz y Rowe (2005) señalan que las APP solamente crean una apariencia de inclusión y participación ciudadana. Según ellos, “(…) las APP amenazan los valores democráticos como parte de la larga tendencia de que, prácticamente ningún aspecto de la política democrática parece haberse desmarcado de la penetración de la lógica de mercado” (p.173). Ante lo anterior surgen advertencias relacionadas con la elección de las partes involucradas en la conformación de estas alianzas y cómo se distribuye el poder entre éstas. Según Schäferhöff, Campe, y Kaan (2009): "(...) las perspectivas más críticas (en torno a las APP) explican la formación de alianzas como estrategias para reforzar a los actores de mercado y para privatizar la gobernanza global bajo lineamientos neoliberales" (p.457). Bexell y Mörth (op.cit) señalan que a menudo estas alianzas son automandatadas, la definición de los actores es arbitraria, y no hay una clara definición de responsabilidades. Por otro lado, Peters y Pierre (op.cit) señalan que hoy en día no hay un convencimiento de que las APP sean un reflejo de objetivos compartidos por los actores en torno al bien común. Según Peters y Pierre (op.cit) la idea básica de las APP tienen relación con el “(…) fortalecer la capacidad ejecutiva de las instituciones políticas creando una organización que opera bajo una discreción sustantiva, usando esta estructura como un vehículo para forjar recursos con la empresa privada” (p.45), por lo que estas organizaciones no aceptan fácilmente ser evaluadas con los mismos criterios que otras instituciones democráticas. 
Por su parte, Lienhard (2006) evidencia el peligro que las empresas formen parte de APP en ausencia de legitimidad democrática, obligaciones jurídicas, y pérdida de control político por parte del sector público. En consecuencia, los fundamentos mismos del Estado estarían siendo afectados y su buen funcionamiento, comprometido. Lienhard (op.cit) señala que los peligros para el Estado democrático constitucional podrían presentarse bajo la forma de: difusión asimétrica, comportamiento oportunista de las empresas y consorcios, falta de transparencia, incertidumbre en la realización de tareas, controles insuficientes, ausencia de participación democrática y de responsabilidad de diversos actores. Bexell y Morth (op.cit) llaman la atención de la complejidad del entramado institucional que da vida a las APP, debido al lenguaje altamente técnico de los acuerdos logrados entre las partes. Lo anterior genera gran complicación para el accountability democrático que puede ejercer la ciudadanía. 
En concordancia con lo anterior, Peter y Pierre (op.cit) señalan al respecto que muchos de los mecanismos de evaluación de las APP tienen relación con criterios económicos o de eficiencia, olvidando el carácter público de éstos. De hecho, los motivos reales de la conformación de las APP serían la posibilidad de gestionar recursos financieros de una forma más laxa (p.46). Lo anterior conlleva a que en el diseño de las APP existan déficit democráticos. Por otro lado, el funcionamiento de las APP puede llegar a complejizarse en su implementación.  Según Lipshutz (2005), las APP no consideran la participación ciudadana como un valor para obtener buenos resultados. La opinión de las minorías  más vulnerables se encuentra en general excluida de todo el proceso (desde la creación de las APP hasta su evaluación). 
Alianzas Público Privadas como respuesta a situaciones de catástrofe
Así como se han levantado cuestionamientos a la aceptabilidad política de la intervención de agentes privados en modalidades de APP para la resolución de problemas públicos, éstos se extienden y profundizan en la aplicación de APP en casos de reconstrucción o mitigación de catástrofes socio-naturales.
Abou-Bakr (2013) analiza principalmente las APP en respuestas a situaciones de desastre en Estados Unidos, en especial en los casos del atentado  en el World Trade Center 9/11 y el Huracán Katrina. En función del análisis de estos casos, señala que mientras las instituciones públicas y estatales tuvieron serios problemas para dar respuestas coordinadas, efectivas y rápidas a la situación de catástrofe durante el período de emergencia, el sector privado actuó con mayor premura, proveyendo bienes y servicios a los afectados (p.17). 
Abou-Bakr (op.cit) señala que las APP que operan en casos de catástrofe pueden ser denominadas como alianzas de respuesta (responsive partnership), las que se caracterizarían por ser diseñadas para atacar un problema específico de catástrofe nacional o de gran escala, usando instrumentos de cooperación público-privada, donde las partes comparten el sentido de urgencia, y, cuando la crisis se encuentra resuelta, naturalmente se diluyen, por lo que es una alianza ad hoc (p.23). No obstante existen también alianzas estratégicas, que están orientadas a la resolución de objetivos de gran escala, a largo plazo y al desarrollo de estrategias para prevenir futuras catástrofes. Estas alianzas están pensadas desde un punto de vista más estratégico que las alianzas de respuesta, buscando prevenir situaciones de crisis y en el caso que éstas se produzcan, reducir su impacto (p.24-25).
Por otro lado Abou-Bakr (op.cit) evalúa las APP en caso de catástrofe de acuerdo a siete factores: crisis, liderazgo, estructura organizacional, intercambio de información, beneficios compartidos, confianza y adaptabilidad o sustentabilidad (p.63). En función de lo anterior, señala que aunque las APP en casos de catástrofe pueden ser viables, el marco en el que ellas ocurren no lo es (p. 104). En los casos analizados, el autor evidencia que las estructuras organizacionales burocráticas, son más bien ad-hoc, con “(…) una débil estructura centralizada capaz de proveer un conjunto de reglas para la colaboración” (p.104), lo que provocaría grandes complejidades para el intercambio de información, coordinación para la acción, generando una escasa capacidad de respuesta. Otro de los problemas de las APP ante catástrofes tiene relación con el carácter cortoplacista de éstas, las que son solamente viables en situación de crisis ya que no existen instrumentos de política y/o legales que permitan su sustentabilidad. Como señala Abou-Bakr (op.cit), “(…) sin una legislación que provea un mecanismo de cooperación sostenida entre estos sectores (público y privado) en tiempos de calma, los intereses se retrasarán en ambos sectores” (p.105). Finalmente recalca la dificultad del establecimiento de las APP, por la cantidad de actores que forman parte de ellas y la conjugación de los intereses de estos.
Alianzas público-privadas como respuesta a catástrofes socio-naturales: el caso de constitución y llico, post terremoto 27 f en chile
Metodología de la Investigación
Para efectos de este estudio, se analizaron dos casos de las regiones más afectadas por el 27F: Constitución (VII región del Maule) y Llico (VIII región del Biobío), ambas localidades del borde costero de Chile. Se han escogido ambos casos para este análisis ya que, pese a sus diferencias geopolíticas, integraron el Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa que a partir de 2011, lideró a nivel nacional la oposición al proceso de reconstrucción implementado por el Gobierno de Sebastián Piñera. La evidencia empírica se construye en base a análisis de prensa, documentos oficiales y entrevistas en terreno a diferentes actores involucrados[footnoteRef:1] en el proceso de reconstrucción en el período 2010-2014. [1:  Se entrevistó a actores privados, líderes sociales y participantes del proceso de reconstrucción. Se reservan los nombres y sus  funciones, por acuerdo de confidencialidad. ] 

A continuación se presentan los principales hallazgos de esta investigación, donde en una primera parte se caracteriza la situación de catástrofe para posteriormente analizar las APP como respuesta a la situación de emergencia (inmediatamente después del terremoto y tsunami), y las APP como mecanismos para la reconstrucción. 
Antecedentes de la catástrofe
El terremoto y maremoto ocurrido la noche del 27 de febrero 2010 bajo el primer Gobierno de Michelle Bachelet,[footnoteRef:2] es uno de los eventos telúricos más fuertes registrados en la historia de la humanidad ocupando el 7°lugar según el US Geological Survey[footnoteRef:3], y afecta las regiones más importantes del centro del país, aquellas que concentran la mayor cantidad de población y actividad económica. Las primeras horas son caóticas ya que las autoridades y en particular los servicios encargados de la emergencia, llaman a no alertarse, pues no existiría amenaza de tsunami, sin embargo éste sí ocurre. Según estimaciones oficiales e investigaciones posteriores, el terremoto y maremoto afectaron más gravemente las zonas más pobres del país (Mella, 2012). En general, el desastre socio-natural abarcó desde la Región de Valparaíso hasta la Región de la Araucanía y las zonas insulares de aquellas regiones.  [2:      Perteneciente a la Concertación de Partidos por la Democracia, coalición de centro izquierda]  [3: Ver sitio oficial del USGS en: http://earthquake.usgs.gov/earthquakes/eqarchives/year/mag8/magnitude8_1900_date.php (Consultado en Marzo 2014)] 

Según los datos del Censo 2002[footnoteRef:4], la comuna de Constitución ubicada en la región del Maule, consta de una superficie de 1.343km2 y  una población de 46.081 habitantes que pertenecen no sólo a la ciudad, sino también a pequeñas localidades aledañas que están bajo su administración. Se trata de una localidad que si bien aún cuenta con pesca artesanal, vive de una economía relacionada a la industria maderera y celulosa. En particular es el grupo CELCO (también conocido como Celulosa Arauco S.A.) quien controla la mayor parte de esta industria y ha transformado la ciudad en una de las principales productoras de papel del país. A su vez este actor privado se trasformó en protagonista de la reconstrucción de esta ciudad y de Llico.  [4:  Al momento de realizar este estudio el Censo 2012 ha quedado inválido, y se espera la realización de un censo abreviado para 2017 que entregaría información más actualizada, por ende sólo se puede acceder a la información anterior al desastre. Noticia sobre el futuro censo abreviado de 2017 en el link de prensa digital del diario El Mercurio, ver en: http://www.emol.com/noticias/economia/2014/06/10/664548/ine-confima-censo-abreviado-para-el-19-de-abril-de-2017.html. (visitado junio 2015)] 

Por su parte, Llico es una caleta de pescadores artesanales que depende de la Municipalidad de Arauco (distante 32 km de ésta), pertenece a la Región del Biobío y cuenta con una población de 600 habitantes, encontrándose en una de las zonas más pobres del país (la provincia de Arauco).
Alianzas Público Privadas como estrategia para enfrentar la emergencia
El período de emergencia se desarrolla bajo dos gobiernos: desde el 27 de febrero al 10 de marzo bajo el Gobierno de Bachelet y luego, desde el 11 de marzo, bajo el Gobierno de Sebastián Piñera[footnoteRef:5]. El Gobierno de Piñera se caracterizó por autodefinirse como “(…) un gobierno con fuerte énfasis en la excelencia, el sentido de urgencia, el compromiso de metas, resultados concretos y la constante rendición de cuentas” (Web Gobierno de Chile; 2010-2014)[footnoteRef:6], un gobierno que trabajará 24/7 y se transformará en el Gobierno de los mejores, en su mayoría provenientes del sector privado de grupos o consorcios de retail, mineras, bancos, etc. [5:  Gobierno de Centroderecha perteneciente a la coalición Alianza por Chile]  [6:  Ver en http://2010-2014.gob.cl/presidente/ (visitada el 5 de mayo de 2015)] 

El nuevo Gobierno plantea desde un principio el modelo de APPs tanto para  emergencia como reconstrucción. Según XXXXXXXXXXXX dos características principales se desprenden de este plan: por un lado un componente local asociado a lineamientos nacionales y por otro, la presencia de los privados debiera asegurar la eficiencia y eficacia. Por ejemplo, para la construcción de viviendas de emergencia se realiza una campaña nacional de recolección de dinero “Chile ayuda a Chile” a través de fundaciones, en una cuenta de un banco privado y con ayuda de medios de comunicación para un show televisivo de 48 horas con el fin de alentar las donaciones. Con este dinero se construyen viviendas de madera de 18mts2 por familia en alianza con ONG Techo para Chile y otras ONGs ligadas al tema, solucionando rápidamente el problema principal de la emergencia.
En el período de emergencia, no sólo la solución para viviendas transitorias tuvo una respuesta rápida y efectiva por parte de privados, la reconstrucción de escuelas y centros preescolares también fue iniciativa privada. Sólo la ONG Desafío Levantemos Chile[footnoteRef:7], construyó 17 centros modulares en las zonas de catástrofe durante el período de emergencia (marzo-abril 2010), gracias a los aportes de privados que invirtieron en su modelo de colaboración. Por otra parte, también la entrega de botes y motores para la pesca artesanal por parte de ONG's y Fundaciones fue otra de las soluciones rápidas que permitieron recuperar las pequeñas economías de las zonas costeras. Ambas acciones influyeron en el proceso de recuperación de Constitución y Llico según lo relatado por los dirigentes locales, que al ser consultados por el rol del sector público versus el sector privado al momento de la emergencia, tienden a destacar las ayudas recibidas por parte de ONGs y empresas.  [7:  Ver sitio web oficial de Desafío Levantemos Chile en http://www.desafiolevantemoschile.cl/desafio-levantemos-chile-ayudara-a-que-cerca-de-15-000-ninos-entren-a-clases-el-26-de-abril/ (visitada en enero 2015)] 

No obstante, en el caso Llico, los dirigentes entrevistados evidencian una descoordinación general por parte de los actores públicos como de los privados. Esta desorganización en la entrega de ayudas y servicios, genera una percepción en los habitantes y dirigentes de Llico de abandono por parte del Estado, en contraste con la gran participación de privados. Un vecino damnificado señaló que “(…) la ayuda estatal, de Gobierno fue la mínima, pienso que ellos le delegaron a Instituciones como la Iglesia, a instituciones privadas la ayuda que la gente estaba recibiendo, por ejemplo, hay un sacerdote que se movilizó bastante por estos sectores dónde lograron conseguir cocinas a mucha gente que no tenía como cocinar, no fue el Gobierno ni fue el Estado (…)” (Vecino damnificado, Llico, 2013). 
La percepción anterior, que también es plausible en el caso de Constitución, responde a que a nivel local, las municipalidades colapsaron ante el desastre. En efecto, como señaló la Asociación Chilena de Municipalidades, “Frente a una catástrofe de proporciones, muchos de los municipios más vulnerables no pudieron hacer frente a la crisis y se vieron completamente sobrepasados (…). Para las municipalidades con peores índices de pobreza, la catástrofe implicó incurrir en gastos impensados y muy por encima de su capacidad presupuestaria, sobre todo en aquellas que sumaban a su condición de vulnerable, una situación de ruralidad” (p.31). En algunos casos ocurrió que los municipios que tienen bajo su administración a varias localidades, se encontraron desbordados al ver un sinnúmero de problemas que resolver en zonas damnificadas y muchas veces lejanas geográficamente entre sí. Es lo ocurrido con Constitución que tiene bajo su administración varias pequeñas localidades a las que ha sido muy complejo responder aún a 5 años del maremoto. La otra cara, la representa la localidad de Llico, que al ser una pequeña caleta costera dependiente de la Municipalidad de Arauco (distante 32 km), desde la ocurrencia del desastre, sufrió las consecuencias de pertenecer a un municipio lejano y sobrepasado por la catástrofe. Sin embargo, como se verá en ambos casos, la estrategia para superar la emergencia y enfrentar la reconstrucción no fue empoderar el nivel local, sino más bien hacer partícipes a privados, lo que genera un verdadero bypass entre el gobierno central y los privados, dejando fuera a los municipios (Mella, 2012).
Alianzas Público-Privadas como estrategia para enfrentar la reconstrucción
Una vez decretado el fin del período de emergencia, y dando inicio al período de reconstrucción, el Gobierno de Sebastián Piñera elabora un Plan para hacer frente a un balance poco alentador: en un primer momento se estimó que el costo total de la reconstrucción alcanzaría los U$30 mil millones; cerca de 500 personas fallecidas, decenas desaparecidas (a causa del maremoto), y más de 800.000 personas damnificadas, de las cuales 220 mil son reconocidas oficialmente por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo MINVU para recibir algún tipo de beneficio[footnoteRef:8], (XXXXXXXXXXXX). Se crea así el Plan Nacional de Reconstrucción (Chile Unido Reconstruye Mejor) para las zonas afectadas, que cubre el período 2010-2014 de la administración de Piñera. Este Plan se compone de instrumentos territoriales llamados Plan Maestro de Reconstrucción Estratégico Sustentable PRES, Plan Maestro de Reconstrucción del Borde Costero PRBC y Plan de Regeneración Urbana PRU, todos distintos modelos de APPs. El Plan Nacional contiene definiciones estratégicas para el proceso, donde se señala que: “(...) es imposible pretender que el Gobierno reconstruya todo o determine la manera de hacerla centralizadamente desde Santiago, son las propias comunidades, con gran apoyo y protección del Estado, quienes determinarán los caminos de su propia reconstrucción” (MINVU; 2011, p.3).  [8:  Quedan fuera de este proceso  entre otros: propietarios de edificios privados colapsados, arrendatarios, familias con más de una propiedad, etc.] 

En agosto de 2010, el Plan de Reconstrucción estipulaba que: “El mecanismo usado para concertar y financiar los planes maestros durante la fase de emergencia fue en base a convenios de asociación público-privada entre municipios, gobiernos regionales, empresas y organizaciones sociales, en que el MINVU actuó como garante, velando porque el resultado generase insumos válidos para la actualización de los planes reguladores y la programación de planes de inversión previa validación técnica, económica y social por parte de los organismos correspondientes” (MINVU; 2011, p.11). El mismo documento exponía los alcances de dichos convenios, además de reconocer la autodeterminación local, entendiendo que el plan regulador para las localidades afectadas no es del todo vinculante, aun cuando se estipula que su valor se encuentra en ser un ejercicio técnico prospectivo, participativo y transparente.
Los Planes Maestros de Reconstrucción Estratégico Sustentable PRES en general, son una muestra de lo anterior. En el caso de Constitución, según lo relatado por los dirigentes sociales, el PRES se presentó con una orientación hacia  la  participación y la excelencia, por lo que fueron bien acogidos en un principio, ya que además pretendían ser de largo plazo, considerando los productos esperados y el valor social que éstos entregarían a la ciudad. Se definió ante la ciudadanía dar respuesta a la catástrofe  mediante la conformación de un equipo integrado por una serie de actores públicos y privados: Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la Municipalidad de Constitución, la Universidad de Talca, las oficinas de arquitectos ARUP y Elemental, la ONG Fundación Chile, y la celulosa Arauco (CELCO) como el principal actor privado. Este PRES tenía como fin transformarse en un Plan Maestro orientador de esfuerzos colectivos, integrando criterios de sustentabilidad en todos los sentidos, desde la concepción del Plan hasta la propuesta final en términos económicos, sociales y ambientales (Vilchez, 2010). Sus ejes principales fueron oficialmente: Excelencia (diseño integrado de la ciudad), viabilidad (sentido de realidad) y participación (“para y con la gente”)[footnoteRef:9]  [9:  Ver www.Presconstitucion.cl,  visitada en enero de 2015] 

Determinado el marco político-administrativo general, se definió llevar a cabo en 90 días: una consulta general y voluntaria a los habitantes, la instalación de una oficina permanente durante la consulta e implementación del plan, charlas y talleres para dar a conocer los proyectos propuestos, los que posteriormente, serían llevados a consulta ciudadana dirigida por la empresa Arauco, todo lo que finalmente sería implementado por las oficinas arquitectónicas ya mencionadas.
Es Celulosa Arauco quien concentra la formulación y ejecución del Plan de Reconstrucción Sustentable, principal APP ejecutada en la ciudad de Constitución (Imilan y Fuster, 2014) y se transforma en el mayor protagonista local de la reconstrucción. Según la entrevista realizada a un funcionario de la empresa Arauco S.A. se dio espacio para que la población tuviera participación en la elección de los proyectos vitales para la comuna, donde se recogieron las apreciaciones y necesidades de la comunidad. El proyecto y su respectivo diseño vendrían principalmente de la empresa y las oficinas arquitectónicas adjuntas al PRES. Además de los proyectos consultados a la ciudadanía, surgieron proyectos que se consideraron como imprescindibles en el proceso reconstructivo que se categorizan en tres grupos: los financiados 100% por el Estado, y donde la empresa colabora entregando el diseño y el proyecto;  los proyectos financiados 100% por privados, como el proyecto de mitigación de olores de la planta de celulosa Arauco; y por último, los proyectos financiados por privados a través de la Ley de Reconstrucción y de Franquicias Tributarias. Adicionalmente Arauco S.A. realizó la venta de terrenos propios para la construcción de nuevas viviendas que benefician tanto a vecinos como trabajadores de la misma planta. Se incorpora en estos proyectos habitacionales la posibilidad de escoger tipologías de diseño según la decisión del dueño beneficiario.
Surgimiento del descontento frente a la estrategia de reconstrucción
Si bien el resultado de las APP durante la  emergencia fue bien evaluado en general, ya a mediados de 2010, se visualizaban los primeros movimientos locales preocupados por el proceso de reconstrucción (XXXXXXXXXXXX). En un principio, en las diversas zonas afectadas, los primeros actores locales fueron grupos organizados, anteriores al desastre como juntas de vecinos, sindicatos de pescadores, etc. Hacia fines de 2010 se creaba el Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa MNRJ, y en 2011 se consolidaba RedConstruyamos, dos de los principales movimientos sociales de oposición al modelo de reconstrucción chileno, conformados por habitantes de la zonas afectadas por el 27/F. Ambos movimientos surgen por la inquietud frente a las respuestas gubernamentales al desastre y en particular, a la presencia de los privados en el proceso, reclamando abiertamente participación ciudadana y un rol más activo de las localidades afectadas.
Mediante las charlas consideradas en el PRES, la población expresaba sus necesidades y exigencias, las cuales eran recogidas con la intención de que fueran consideradas en el plan maestro elaborado posteriormente. Aquí aparecen los primeros conflictos con el modelo presentado, ya que, según lo que señalan los dirigentes, las primeras dudas se presentan respecto a la materialización de las propuestas y al carácter propiamente democrático de las decisiones. De acuerdo a las entrevistas analizadas, las instancias de participación ciudadana variaron según dónde y cómo se establecieron las consultas, por lo que los resultados expuestos también fueron cuestionados. Los damnificados comienzan a sospechar del proceso, y lo que en éste se entiende por participación, debido a que algunas soluciones no tuvieron ningún tipo de consulta, dejando en evidencia procesos y productos no regulados ni estandarizados para todos los sectores de la ciudad, provocando en algunos casos situaciones percibidas como injustas y desiguales en cuanto a los beneficios obtenidos (Dirigente Zona Afectada, 2013). Existe adicionalmente la percepción por parte de las dirigencias locales que para ciertos beneficios se alteraron los resultados de la ficha de Caracterización Socioeconómica, dándoles un puntaje más alto y por ende complejizando la obtención de beneficios.
El proceso se tensa definitivamente cuando comienza a tratarse el tema de la expropiación de los terrenos cercanos a la ribera del rio Maule, y posteriormente con la tasación de los terrenos, donde buena parte de las quejas recayeron en el SERVIU (Servicio de Vivienda y Urbanización dependiente de MINVU); institución a la que se atribuyen procesos poco transparentes y unilaterales, afectando así la credibilidad de la institución y con ello el papel del gobierno dentro del proceso reconstructivo. Tanto la entrega de beneficios como la construcción de viviendas nuevas, termina generando tensiones entre los damnificados, los privados y las instituciones públicas involucradas en el proceso de reconstrucción. Los dirigentes locales y algunos habitantes entrevistados señalan resultados desiguales tanto en la determinación de dónde y qué tipo de reconstrucción se entregaría a cada familia damnificada como en el tipo de beneficios que se entregaron (vouchers, subsidios, etc.), generando a su vez, conflicto entre los distintos beneficiarios al verse con diferentes respuestas.
A diferencia de otras localidades, la población de Llico no recibió de buena manera la llegada de las viviendas de emergencia no sólo por la división social que genera entre ellos, sino sobre todo por la calidad de éstas, no adaptadas al complejo clima de la zona (caracterizado por vientos muy fuertes y lluvias abundantes). Muy temprano, la localidad de Llico comienza a manifestarse contra los productos de las alianzas público-privadas apenas llegan los primeros representantes de ambos sectores a plantear las soluciones posibles. Como señala un entrevistado: “(…) después de eso se levantan estas aldeas y ahí se cometen los primeros disparates, trajeron unas mediaguas[footnoteRef:10], te digo, sin forro, flexibles y totalmente inseguras” (Vecino damnificado; Llico, 2013). Ante esto, algunas de estas mediaguas quedan vacías y se instala una a modo de protesta, en medio del pueblo destruido con una pancarta gigante que se convierte en el emblema de la caleta pesquera: “Dignidad para Llico”. Así esta localidad integra de manera muy temprana el recién creado Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa antes de cumplido el primer año del desastre, y se transforma en opositora al proceso de reconstrucción presentado por el Gobierno.  [10:  En Chile se llama mediaguas a las viviendas precarias construidas en madera, de entre 10 a 18 mt2.] 

Por otro lado, en casos como los de Llico, alejados de grandes urbes y con poca población, los proyectos de reconstrucción se hicieron poco atractivos para los privados, y de los pocos interesados en llevarlos a cabo, muchas empresas quebraron en el intento o bien entregaron productos deficientes. Esto último ocurrió precisamente en esta caleta pesquera. Los futuros habitantes de las nuevas casas dieron seguimiento a la construcción de éstas y se percataron de las falencias. Las denuncias llegaron a la Contraloría General de la República quien detuvo la construcción[footnoteRef:11], y en 2013, los llicanos continuaban sin reconstrucción de sus viviendas dado que luego de la detención de ésta, la empresa se desentendió, y no recibieron respuestas por parte del gobierno regional ni central.  [11:  Noticia “Damnificados de Llico acusan abandono luego de 3 años viviendo en mediaguas” en sitio oficial de Radio Cooperativa en el link http://www.cooperativa.cl/noticias/pais/sismos/catastrofe-en-chile/damnificados-de-llico-acusan-abandono-luego-de-tres-anos-viviendo-en-mediaguas/2013-11-27/105549.html (visitado en abril de 2015)] 

Por su parte, Constitución también sufre los problemas del proceso de reconstrucción. Los cuestionamientos al PRES prosiguieron a lo largo del primer año, lo que gatilla que hacia finales de 2011, los distintos dirigentes integren el Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa. Según la investigación al proceso de reconstrucción llevada a cabo por la Cámara de Diputados, el grupo consultivo PRES Constitución cesó sus funciones a mediados de 2010, una vez terminado y entregado el plan maestro, que tuvo como función actuar como un comité ejecutivo en el que se revisaron los avances del plan con representantes de los equipos técnicos municipales, los consultores contratados por Arauco (CELCO), los equipos técnicos de la Universidad de Talca y las contrapartes técnicas del MINVU (Cámara de Diputados, 2011). 
Tanto en Llico como en Constitución, las críticas no sólo se centraron en el cómo participar del proceso, sino también en conflictos de intereses que escondía éste. En efecto, los dirigentes locales señalan que sus desconfianzas se ciernen incluso sobre las intenciones mismas de la empresa coordinadora, Arauco S.A., ya que le atribuyen intereses en apariencia guiados por el proceso de reconstrucción, pero que esconden intenciones más bien ligadas a su desarrollo económico como lo fue la expansión de la carretera (Dirigente Social; 2014), que finalmente utilizan los camiones madereros de propiedad de la empresa, lo que ocurrió en ambas localidades. En la misma línea, el Oficio N°231 enviado al Ministerio de Vivienda y Urbanismo por la Cámara de Diputados, requirió los antecedentes respecto a la licitación de consultorías y estudios del mentado proyecto de mitigación del borde costero de la comuna, considerando un eventual conflicto de interés “(…) originado por la participación social del señor Subsecretario Andrés Iacobelli y el funcionario del Ministerio señor Pablo Allard, en la Empresa Celulosa Arauco, sociedad que forma parte del grupo PRES Constitución, a cargo de estudios de proyectos de reconstrucción en la comuna” (Comisión Cámara de Diputados; 2011, p.63), lo que sustentaría la versión de los dirigentes con respecto al interés real de la empresa por la ampliación de las vías.
Si bien el Gobierno de Piñera finalizó su mandato en marzo 2014, anunciando un éxito del modelo de reconstrucción y con un avance del 97%[footnoteRef:12], la evidencia del trabajo de campo y de los informes posteriores, distan bastante de la cifra ya que ésta considera no sólo lo construido sino también el voucher entregado, aunque la vivienda no haya sido entregada ni esté aún proyectada su construcción/entrega. Tampoco esta cifra considera los problemas de gestión de las APP y las deficiencias en los productos entregados. En efecto, en Julio de 2014, a meses de haber asumido el segundo Gobierno de Michelle Bachelet, la encargada de la Reconstrucción nombrada para este período, Paula Forttes, entrega junto a su comisión un informe[footnoteRef:13] que critica el modelo utilizado y hace hincapié en las falencias e irregularidades de éste. El informe verifica varias de las denuncias que presentaron las localidades pertenecientes al Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa y RedConstruyamos, entre las cuales se encuentran los casos de estudio. El informe señala que se verifican incumplimientos graves en las obligaciones de inspección técnica, tal que “Proyectos que han presentado problemas evidentes de construcción, como (...) 86 viviendas en la Región Del Maule, el cual ya estaba terminado y SERVIU no ha podido entregar a las familias porque las precipitaciones de abril de 2014 dejaron al descubierto una serie de observaciones: inundaciones y deslizamiento de tierra, utilización de materiales usados, muros y panderetas colapsadas por la lluvia. (…) En la localidad de Llico, la existencia de faltas reiterativas que afectan los elementos estructurales de la vivienda y cimientos”. (p.103).  [12:  Balance del Gobierno de Piñera al cumplirse 4 años del 27-F y casi finalizando su mandanto, noticia en el diario La Tercera en el link del sitio oficial : http://www.latercera.com/noticia/politica/2014/02/674-567177-9-pinera-y-aniversario-del-27f-hemos-logrado-reconstruir-un-97-de-lo-que-destruyo.shtml (visitado en mayo 2015)]  [13:    http://www.gob.cl/wp-content/uploads/2014/06/Diagnostico-27-f.pdf (visitado marzo 20015)] 

Este informe además concluye que los problemas frecuentes de supervisión y fiscalización en tiempos normales, tienden a continuar y, en algunos casos, agudizarse en situaciones post-desastres, lo que se evidenció en el caso de la reconstrucción chilena 2010-2014. A pesar de este informe, el proceso de reconstrucción tanto en Llico como en Constitución no sufrió mayores cambios y el Movimiento Nacional por la Reconstrucción Justa aún continúa representando a estas zonas, y aquellas que han sufrido otro tipo de desastres posteriores. 
Discusión y conclusiones
[bookmark: h.gjdgxs]Si bien el Gobierno de Piñera concluye su gestión anunciando un éxito del modelo de reconstrucción, los casos estudiados muestran que no basta con centrar los procesos en la eficiencia, puesto que si bien las cifras entregadas  podrían ser probadas, existen puntos conflictivos que no se evidencian en estas cifras;  éstas no reflejan las tensiones y conflictos generados por las APP.
Un primer flanco de críticas tiene que ver con la validez democrática de las decisiones, y la participación ciudadana en respuestas que impactan directamente en la población. En efecto, como se pudo observar en los casos de Llico y Constitución, la baja o nula participación ciudadana, generó respuestas que no se adaptaron a la realidad local, cambiando las formas de vida. En ambos casos ocurrió que se validaron proyectos de ciudad, preexistentes a las aspiraciones y modos de vida de sus habitantes. 
En segundo lugar, el caso chileno permite cuestionar la idea que realmente el eje articulador de las APP sea el bien común. Según las entrevistas analizadas, la empresa participante de la APP habría utilizado la posición de poder otorgada por el Estado, para orientar el proceso de reconstrucción, y de este modo concretar proyectos en beneficio de sus intereses. Este modelo de APP en contexto de desastre permitió ocupar un espacio de poder inusual a los privados, entregándoles decisión sobre el rediseño de las ciudades y sobre las vidas de sus habitantes. Esto ha traído consigo una percepción de disconformidad por parte de las comunidades afectadas, una sensación de abandono por parte del Estado y sobre todo, una percepción de ser víctimas de un segundo desastre provocado por el arbitrio de decisiones político-administrativas y de privados. 
Otro flanco de críticas se desprende de la responsabilidad que hereda el segundo gobierno de Bachelet, al tener que encargarse de los problemas del modelo de reconstrucción del gobierno de Piñera. En este sentido, si bien se pensaron las APP como solución al problema de la reconstrucción, lo cierto es que en casos críticos, los privados abandonaron los compromisos, y el Estado debió asumir los costos políticos y administrativos, independiente del gobierno de turno. Esto podría explicarse a través de lo planteado por Hafsi (2009), en relación a que la evolución de las APP tiende a ser de una simplificación aparente e incluso temporal. Si el proyecto no es rentable o evoluciona de mala manera, el privado puede llegar a desentenderse de alguna forma, ya sea renegociando las condiciones, reduciendo los servicios entregados e incluso “Puede llegar a fracasar y dejar al Estado en la obligación de retomar la actividad y sus problemas. En todos los casos, el Estado sigue siendo a ojos de la población, el responsable de las operaciones efectuadas a través de las APP” (Hafsi; 2009, p.342).
Por último, la falta de un diseño estructural de la APP al momento de enfrentar la situación de crisis, provocó una percepción de improvisación por parte de la ciudadanía con respecto a la respuesta del Estado. Se percibe frente al terremoto y tsunami la ausencia de una coordinación clara entre los organismos gubernamentales y el sector privado. Esto tiene relación con lo planteado por Abou-Bakr (op.cit), la APP concebida para enfrentar este contexto de crisis tiene un carácter solo de respuesta ad hoc (responsive partnership), y no una mirada de largo plazo. Desde un punto de vista más global se evidencia la falta de una política pública para hacer frente a desastres socio-naturales. En todos los casos y planes puestos en marcha, se dependió de qué tan interesada estaba la empresa/privado, qué tan involucrado lo público, qué tan coordinados/organizados los actores, qué tan presentes los dirigentes, etc. No existió ni existe aún una política sino un conjunto de acciones con más o menos presencia de actores públicos, en otros casos con más presencia o menos presencia de privados, pero que finalmente obtienen resultados disímiles y en algunos casos, resultan ser aún más problemáticas que el desastre mismo, generando desigualdad y división como ocurrió en Llico y en Constitución. Es más, se optó por empoderar a los privados como actores estratégicos de la reconstrucción, olvidando entregar herramientas y recursos a los gobiernos locales, que se vieron sobrepasados por esta catástrofe, y ciertamente deberán enfrentar otras.  En la concepción ideológica del modelo, se tiene como supuesto que existirá una autorregulación de los actores económicos que entregarán un resultado de excelencia, donde  la  hipótesis  implica que éstos debieran funcionar armónicamente y el Estado intervenir sólo cuando estos se encuentren impedidos de hacer frente o no se interesen. Sin embargo, en la reconstrucción chilena ocurre que la solución profundiza desigualdades, afecta a los más vulnerables y termina por emplazar al Estado como responsable de los errores cometidos.
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